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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 11 de 
abril de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyy1, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 152/2024 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 8 de marzo de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy1, debido a los daños sufridos al caer en una acequia sin señalizar. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de marzo de 2024, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 152/2024, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 22 de marzo de 2023 Dña. yyy1 presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial frente a la Diputación Provincial 
de xxx1 en la que manifiesta que el día 11 de octubre de 2020, cuando se 
encontraba en el restaurante “nnnn” en la localidad de xxx2, finca catastral 
nº vvvv, (Polígono 10 , parcela 690), colindante con la carretera provincial 
cc-P-539, P.K. 11+300, margen izquierdo, sufrió una caída en una acequia 
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existente es ese lugar. Señala que la caída se debió a la falta de elementos 
de protección o de señalización de la acequia. 

 
Trasladada al Hospital hhhh de xxx3, fue intervenida de urgencia el 12 

de octubre de 2020. La intervención consistió en osteosíntesis de fractura en 
peroné con placa tercio de caña de 9 agujeros (4 tornillos proximales de 
cortical, 2 distales de esponjosa y 2 transindesmales). 

 
Adjunta a su reclamación diversas fotografías del lugar de la caída; 

numerosa documentación médica; Auto 155/2022 de la Audiencia Provincial 
de xxx1 de 12 de mayo de 2022; resolución del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones de 22 de septiembre de 2022, por la que se 
le reconoce la pensión de incapacidad permanente en el grado de total para 
la profesión habitual; facturas acreditativas de gastos correspondientes a 
intervenciones quirúrgicas, hospitalización, consultas y pruebas médicas 
efectuadas en sanidad privada, así como facturas correspondientes a gastos 
de clínica de fisioterapia y gastos de desplazamiento, peaje, combustible, 
aparcamiento, herbolario y ortopedia. 

 
Reclama una indemnización de 71.390,36 euros más la cantidad que 

se devengue hasta que se alcance la estabilización lesional y total curación 
de las lesiones. 

 
Solicita que por parte de la Diputación se le dé traslado del expediente 

de solicitud y concesión de licencia para la colocación de barandillas en la 
Carretera cc-P-539, P.k. 11+300, margen izquierda, así como la testifical de 
los dos testigos que propone.  

 
Segundo.- El 8 de junio de 2023 se admite a trámite la reclamación. 
 
Tercero.- El 28 de agosto de 2023 se acuerda el recibimiento a prueba 

del expediente. 
 
Cuarto.- Obra incorporado el expediente 6527/2020 tramitado por la 

Diputación en relación con la solicitud por el titular de la parcela con referencia 
catastral nº vvvv para la colocación de una barandilla, en la carretera cc-P-
539, P.k. 11+300, margen izquierda, y la resolución de 12 de noviembre de 
2020 por la que se autoriza la instalación de la misma. 
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Quinto.- El 22 de septiembre de 2023 el ingeniero del Servicio de Vías 
y Obras emite informe en el que indica que “(...) el lugar donde acontecieron 
los hechos, en la acequia de riego existente junto a la carretera provincial cc-
P-539, aunque se encuentra en zona de dominio público de dicha carretera, 
no constituye un elemento funcional de la misma. No ostentando esta 
Diputación Provincial la titularidad sobre dicha infraestructura (…). 

 
»(…) con fecha de 12/11/2020 (Nº registro 2020-E-RC-6381) se 

autorizó, en precario, a don yyy2, con D.N.I. (…), la colocación de una valla 
de protección en la acequia colindante con el margen izquierdo de la carretera 
provincial cc-P-539, a la altura del P.k. 11+300”. 

 
Sexto.- Concedido trámite de audiencia a la reclamante, el 14 de 

diciembre de 2023 se presenta escrito de alegaciones en el que se indica que 
de la prueba practicada ha quedado acreditado que la caída se produjo por 
la falta de protección de la acequia existente en la zona de dominio público, 
cuya vigilancia y mantenimiento corresponde a la Diputación, que ostenta 
competencias tanto en este ámbito como en el del mantenimiento de las 
condiciones de seguridad de la vía. 

 
Se aportan nuevas facturas y se actualiza el importe de la 

indemnización solicitada, fijándose en 88.038,77 euros sin perjuicio de la 
cantidad que se devengue hasta el alcance de la estabilización lesional y total 
curación de las lesiones. 

 
Séptimo- El 6 de marzo de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen.  

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

  
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
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dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2,e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones.  

  
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
No obstante, se ha superado el tiempo máximo de duración del 

procedimiento. Esta circunstancia necesariamente ha de considerarse como 
una vulneración por parte de la Administración de los principios y criterios 
que han de regir su actuación, recogidos en la Ley 40/2015 de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), como los de eficacia, 
celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos, entre otros. 

 
3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad, legitimación 

y representación exigidos por la referida LPAC.  
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al presidente 

de la Diputación, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda 
existir, conforme a lo establecido en los artículos 34.1.o) y 34.2 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL), en 
relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”.  

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el artículo 
54 de la LBRL. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 
doctrina del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos:  

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente 

e individualizado en relación con una persona o grupo de personas.  
  
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo 
con la ley.  

 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa 
a la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad, en cuyo 
ámbito se produce el daño.   

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata.   

 
e) Ausencia de fuerza mayor.   
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que 

se produjo el hecho causante.  
  

5ª.- En cuanto al fondo del asunto, la reclamante considera que la 
Diputación, titular de la vía, ha incumplido sus obligaciones de vigilancia y 
mantenimiento de las carreteras provinciales, al no haberse adoptado en las 
zonas de dominio público y de servidumbre de la carretera cc-P-539, P.K. 
11+300, margen izquierdo, las medidas necesarias para garantizar la 
seguridad de las personas. 

 
El relato de la reclamante ha de tenerse por cierto a la luz de los 

testimonios de los testigos que la acompañaban. 
 
La propuesta de resolución, sobre la base de lo informado por el 

Servicio de Vías y Obras de la Diputación señala que esta no ostenta la 
titularidad de los terrenos en donde se encuentra la acequia de riego, al no 
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tener esta instalación la condición de elemento funcional de la carretera. A 
ello añade que fue el titular de la parcela con referencia catastral núm. vvvv 
el que solicitó con posterioridad al accidente la autorización para la 
instalación de una valla de protección en la acequia. 

 
Señala que, según lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 10/2008, de 

9 de diciembre, de Carreteras de Castilla y León, la acequia no constituye un 
elemento funcional de la vía por lo que no es una zona que esté afecta a la 
permanente conservación de la misma, decayendo de este modo la 
obligación de realizar dichas labores de conservación. Este Consejo no 
comparte, sin embargo, este criterio. 

 
El informe del Servicio de Vías Provinciales de la Diputación señala que 

“(…) el lugar donde acontecieron los hechos, en la acequia de riego existente 
junto a la carretera provincial cc-P-539, aunque se encuentra en zona de 
dominio público de dicha carretera, no constituye un elemento funcional de 
la misma. No ostentando esta Diputación Provincial la titularidad sobre dicha 
infraestructura”. 

 
En este sentido, el artículo 23 de la Ley 10/2008 delimita la zona de 

dominio público en los siguientes términos: “Son de dominio público los 
terrenos ocupados por las carreteras y sus elementos funcionales y una 
franja de terreno de ocho metros de anchura en autopistas, autovías y vías 
para automóviles, y de tres metros en el resto de las carreteras, a cada lado 
de la vía, medidos en horizontal y perpendicularmente al eje de la misma, 
desde la arista exterior de la explanación, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 36 de esta ley para travesías y tramos urbanos”. 

 
Por tanto, la zona de dominio público es de tres metros a cada lado de 

la vía, medidos en horizontal y perpendicularmente al eje de la misma, desde 
la arista exterior de la explanación. 

 
A la vista del informe no hay duda de que la acequia se encuentra 

situada en la zona de dominio público de la carretera, y, al margen de que la 
acequia no se considere un elemento funcional de la carretera, la referida 
zona de dominio público no está excluida de la realización de las operaciones 
de conservación y mantenimiento. En relación con la explotación de la 
carretera, el artículo 19 de la Ley 10/2008 dispone en su apartado 1 que “La 
explotación de la carretera comprende las operaciones de conservación y 
mantenimiento, las actuaciones encaminadas a la defensa de la vía y a su 
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mejor uso, incluyendo las referentes a señalización, ordenación de accesos y 
uso de las zonas de dominio público, de servidumbre y de afección”. 

 
Tampoco el hecho de que fuera el titular catastral de la parcela el que 

realizó las posteriores actuaciones de colocación de la barandilla implica que 
la obligación de conservación no correspondiera a la Administración titular de 
la vía que, por otro lado, fue la responsable del otorgamiento de la 
autorización correspondiente. 

 
A la vista de las fotografías incorporadas al expediente, la acequia 

discurre paralela a lo largo de toda la fachada del restaurante. En las 
fotografías se pueden observar diferentes pasillos que comunican la parcela 
en la que se ubica la finca con la carretera, atravesando la acequia de forma 
perpendicular. Uno de estos pasos sale desde el jardín del restaurante y está 
jalonado con dos columnas; los otros dos, situados en la parte de la fachada, 
no disponen de ningún medio de protección. 

 
Este Consejo, tomando en consideración la superficie ocupada por la 

acequia, su ubicación y su profundidad, así como hecho de que la misma se 
encuentra a nivel de la rasante, entiende que esta constituía un riesgo 
objetivo, no solo para las personas sino para los propios vehículos usuarios 
de la carretera y en consecuencia, exigía la adopción de medidas de 
protección necesarias. 

 
No obstante, no pueden desconocerse las circunstancias en las que se 

produjo el accidente. La propia reclamante en su escrito indica que “(…) 
cuando reanudé la marcha después de haber estado allí parada, observando 
las flores de un acebo existente en ese lugar, caí a la acequia (…)”, lo que 
sugiere una distracción por su parte.  

 
Además, la caída no se produjo de forma sorpresiva o abrupta en el 

momento de llegada al restaurante, sino que, tal y como resulta de las 
declaraciones de los testigos que la acompañaban (cónyuge y amiga), la 
caída se produjo en el recinto exterior del restaurante y mientras esperaban 
a ser llamados para comer de lo que cabe presumir que habían tenido 
ocasión de pasear y examinar el lugar en el que se encontraban. Ambos 
testigos coinciden en señalar que ya antes de entrar se percataron de la 
existencia de la acequia y de que esta estaba sin cercar. En concreto uno de 
los testigos afirma que sí se percató “porque si no se habría caído”. 
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En las fotografías del lugar del accidente que obran en el expediente y 
que fueron aportadas por la reclamante puede observarse que la zona por la 
que discurre la acequia se encontraba despejada y a la vista, siendo 
perceptible sin que existiera ningún objeto o planta que lo impidiera. A lo 
anterior ha de añadirse que el accidente se produjo a plena luz del día, de 
forma que el accidente se debió a una distracción de la reclamante, y podría 
haberse evitado de haber observado la diligencia necesaria en el control de 
su deambulación. 

 
Se estaría así ante un concurso de causas, dotada cada una de ellas 

de una determinada potencialidad dañosa, que justificaría el reparto de la 
indemnización resultante del deber de resarcimiento en la proporción 
correspondiente.  

 
Este Consejo estima que la concurrencia de culpa en la reclamante 

obliga a minorar la responsabilidad de la Diputación en un 75 %, lo que 
implica la estimación parcial de la reclamación, que se concreta en un 25 % 
de la indemnización. 

 
6ª.- Respecto a la cuantía de la indemnización, la propuesta, pese a 

proponer la desestimación de la reclamación, considera que la determinación 
del alcance de las secuelas quedó establecida por la resolución del Instituto 
Nacional de la Seguridad Social de 22 de septiembre de 2022, que concluye 
la existencia de una incapacidad permanente en grado de total para la 
profesión habitual, con determinación de un cuadro residual de fractura 
bimaleolar de tobillo derecho, infección en material, con limitaciones orgánicas 
y funcionales de déficit de movilidad en tobillo derecho.  

 
Teniendo en cuenta que la estabilización de las lesiones, se produjo el 

22 de septiembre de 2022, no serían indemnizables, por ello, los importes 
correspondientes a perjuicios personales con posterioridad a esta fecha.  

 
Procede, por tanto, que en posterior expediente complementario y 

contradictorio se determine el importe de la indemnización procedente. 
 
Todo ello sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga 

fin al procedimiento, tal y como prevé el artículo 34.3 de la misma LRJSP. 
 
 
 



 

 9

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos 

señalados, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyy1, debido a los 
daños sufridos al caer en una acequia sin señalizar. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


